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Respetado Senador, 
 
En cumplimiento del encargo conferido por la Honorable Mesa Directiva de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República, 
cuya designación me fue notificada el 1 de octubre de 2026, y de conformidad con lo 
establecido en los artículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir 
informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley 218 de 2026 Senado, “Por 
medio de la cual se establece el proceso administrativo de la consulta previa y se 
dictan otras disposiciones”. 
 
 

I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA 
 
Proyecto de Ley 218 de 2026 Senado, “Por medio de la cual se establece el proceso 
administrativo de la consulta previa y se dictan otras disposiciones”, fue radicado el 1 
de septiembre de 2026 ante el Senado de la República. 
 
La iniciativa fue presentada por los honorables congresistas H.S. Juan Espinal, 
Gonzalo Baute González, Óscar Leonardo Villamizar Meneses, Zandra María Bernal 
Rincón, Carlos Manuel Meisel Vergara, María Angélica Guerra López, Juan Fernando 
Caicedo Callejas, Forero Molina Andrés Eduardo, María Clara Posada Caicedo, H.R 
Carlos Edward Osorio Aguiar, Jonathan Eduardo Pineda López, Jhon Jairo Berrio 
López, Santiago Castro Gómez, Arledy Alvarado Patiño, Simón Molina Gómez, Juan 
Felipe Corzo Álvarez, Luz Marina Gordillo Salinas, Ana Ligia Mora, Darwin 



 

Castellanos Romero, Hernán Darío Cadavid Márquez, Julio Roberto Salazar, entre 
otros firmantes. 
 
Posteriormente, la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente 
del Senado de la República efectuó la correspondiente designación de ponente para 
primer debate, la cual fue notificada el 1 de octubre de 2026. 
 
 

II. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY 
 

La presente iniciativa tiene por objeto crear un marco administrativo que integre de 
forma efectiva al Estado, a través del Gobierno Nacional a los procesos de Consulta 
Previa. Una de las dificultades más recurrentes que refieren tanto las comunidades 
como las empresas de los proyectos al momento de adelantar los procesos de 
Consulta Previa es el papel pasivo del gobierno nacional en las fases de organización, 
mediación y decisión cuando los interesados no pueden llegar por sí mismos a esos 
acuerdos que permitan la mitigación y compensación y manejo de las afectaciones 
que puedan derivarse de los proyectos. 
 
En este sentido, la iniciativa busca fortalecer el papel del Estado como garante, 
facilitador y articulador del proceso, sin sustituir la autonomía de las comunidades ni 
desnaturalizar el carácter concertado de la Consulta Previa. Se pretende, así, generar 
condiciones de mayor claridad institucional, coordinación, transparencia y 
oportunidad, que permitan garantizar efectivamente el derecho fundamental a la 
Consulta Previa y, al mismo tiempo, contribuir a que los proyectos estratégicos para el 
país puedan avanzar de manera concertada, responsable y respetuosa de los 
derechos de las comunidades. 
 
 

III. JUSTIFICACIÓN 
 
La Consulta Previa tiene como fundamento y origen jurídico el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo en el año 1989, estableciendo en el artículo 6 
la obligatoriedad de los gobiernos de consultar a los pueblos mediante procedimientos 
y mecanismos apropiados, y en particular, a través de sus instituciones 
representativas. Su ámbito de aplicación se circunscribe a que la “identidad indígena 
o tribal deberá considerarse un criterio fundamental para determinar los grupos a los 
que se aplican las disposiciones del presente Convenio” y que las decisiones 
administrativas o legislativas puedan generar una afectación directa sobre sus 
derechos, territorios, formas de vida, cultura o intereses colectivos. 
 
Mediante la Ley 21 de 1991, “Por medio de la cual se aprueba el Convenio número 
169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, adoptado por la 
76a. reunión de la Conferencia General de la O.l.T., Ginebra 1989” Colombia 
incorporó este convenio elevando la Consulta Previa en un derecho de protección 
constitucional. Y bajo esta misma línea interpretativa, en la Constitución Política de 



 

1991 se estableció en el artículo 330, Parágrafo “La explotación de los recursos 
naturales en los territorios indigenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, 
social y económica de las comunidades indígenas. En las decisiones que se adopten 
respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la participación de los 
representantes de las respectivas comunidades". 
 
Bajo esta premisa, la Consulta Previa parte de la iniciativa de garantizar derechos y el 
equilibrio de las comunidades frente a decisiones del Estado, sin embargo, se ha 
convertido actualmente en un desafío institucional, en la medida que las condiciones 
de planeación, coordinación o capacidad institucional de este mecanismo de 
participación a cargo del Estado ha generado incertidumbre para proyectos 
estratégicos de energía, infraestructura, minería o hidrocarburos. 
 
Para tener un balance sobre el estado de las Consultas Previas en Colombia, no 
existe una plataforma o canal de información que permita tener en tiempo real datos 
de seguimiento sobre los procesos. 
 
Uno de los reportes fue generado en el año 2022 a cargo de la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa del Ministerio del Interior, indicando “que para 
2021 el tiempo promedio de expedición de los actos administrativos que determinan la 
Consulta Previa fue de 80,6 días. Entre enero y marzo de 2022 este tiempo se redujo 
un 45,3 % frente al mismo período de 2021, ubicándose en 47,9 días promedio.  
 
Por otro lado, con corte a mayo 2022 hemos realizado 7.545 procesos consultivos 
garantizando el bloque constitucional, la jurisprudencia y en cumplimiento a las 
órdenes judiciales, en un 100%.  
 
Esta información solo hace mención a los tiempos promedio de los actos 
administrativos y no a la duración de lo que representa una Consulta Previa hasta el 
proceso de cierre. Con estos indicadores se logra dimensionar la carga institucional 
que tiene el Estado para garantizar este derecho y que la Corte Constitucional a 
través de la Sentencia SU-121 de 2022, identificó y calificó como “desorden 
administrativo” la gestión de los procesos consultivos. 
 

“…En primer lugar, se corroboró que la proliferación de los POA (Proyecto, 
Obra o Actividad) en la línea negra impidió su efectiva participación respecto de 
los trámites consultivos en los que venían participando y, en razón a ello, se 
vieron en la necesidad de abstenerse de continuar asistiendo a los que fueran 
convocados. En segundo lugar, tanto los accionantes como intervinientes 
señalaron el impacto que han generado los POA en las prácticas tradicionales 
de los pueblos de la Sierra Nevada de Santa Marta y las consecuencias en el 
medio ambiente. En tercer lugar, de la información remitida por el Ministerio del 
Interior se advierte un desorden administrativo frente a los procesos 
consultivos.” 

 



 

Bajo este panorama, surge el interrogante sobre la capacidad del Estado para 
garantizar efectivamente este derecho fundamental, cuando la distribución de 
competencias y la falta de claridad respecto de las funciones de las entidades que 
intervienen en el proceso pueden terminar afectando, por un lado, la participación 
efectiva de las comunidades y, por otro, la ejecución oportuna de proyectos 
estratégicos y de carácter urgente para el desarrollo del país. 
 
Para lograr una mayor precisión sobre el estado de las consultas previas, se elevó un 
Derecho de Petición a la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa. 
 
Sus respuestas se reseñan desde la creación del Grupo de Consulta Previa mediante 
el Decreto 2893 de 2011 y hasta agosto de 2026, Durante este periodo, la Dirección 
ha registrado 12.588 registros de Consulta Previa, los cuales, evaluados año a año, 
se presenta un crecimiento sostenido con un dato particularmente significativo: el año 
2026 registra, con corte a agosto y con casi la mitad del año por transcurrir, se 
registran 1327 procesos, la cifra más alta de toda la serie histórica. 
 
Las cifras oficiales evidencian un problema de acumulación y rezago en la gestión de 
la Consulta Previa. A agosto de 2026, el Ministerio del Interior reporta más de 5.817 
procesos activos, pese a que el sistema registra procesos desde-2011. Además, entre 
los procesos registrados entre 2022 y 2026, 3.311 permanecen activos, frente a 
apenas 692 que han llegado a protocolización, eso equivale a aproximadamente 16 % 
protocolizados frente a 77 % activos dentro de ese universo. Dicho de otro modo, 
únicamente 1 de cada 6 procesos iniciados en los últimos cuatro años ha llegado a 
producir acuerdos formales con las comunidades. Estas cifras no describen un 
sistema lento: describen un sistema que en su mayoría no concluye. 
 
Aún más revelador resulta el dato de la etapa de seguimiento, que es aquella en la 
que se verifica que los acuerdos protocolizados efectivamente se cumplan. De los 692 
procesos protocolizados, solo 45 aparecen registrados en seguimiento activo, esto es, 
el 1% del universo total. La diferencia entre la firma del acta y la verificación de su 
ejecución queda así documentada por la autoridad rectora. Lo que se pacta con las 
comunidades no tiene hoy, en la práctica, un mecanismo institucional que garantice 
su cumplimiento. 
 
La distribución territorial de esta carga es extrema. La Guajira 1435 procesos activos, 
equivalentes al 43% del total nacional, seguido por Putumayo con 331, Cauca 199, 
Chocó con 190, Antioquia con 165 y Valle del Cauca con 170. Esta concentración , 
coincide exactamente con el territorio donde se despliega la infraestructura de 
transición energética del país, y constituye la expresión estadística de los rezagos 
documentados en proyectos de transmisión y generación eólica, así como de las 
decisiones de retiro adoptadas por operadores internacionales. 
 
Por sectores, entre 2018 y agosto de 2026 se registraron 7.886 procesos, de los 
cuales, los proyectos consultados por medidas administrativas son 1747 que 
corresponde al 22% del total, seguidas por el sector ambiental con 1421 que 



 

responden al 18% y energía con 1416 que representan el 17,9%, minería con 1134 
representa el 14%, telecomunicaciones con 914 siendo el 11% y el sector de 
hidrocarburos con 856 que representa el 10%. 
 
Los sectores vinculados a la generación y transporte de energía suman en conjunto 
3406 procesos, el 43,2% del total.  
 
Sobre las preguntas realizadas sin respuesta efectiva, se evidencia que, existen 
falencias de estructura de información y control de la información para el desarrollo de 
las consultas previas. Se preguntó sobre el valor estimado de los proyectos 
vinculados a procesos activos o concluidos, la Dirección informó textualmente que "no 
cuenta con dicha información”, precisando que esta "reposa en cabeza de las 
entidades ejecutoras o promotoras”. Sobre los costos promedio del proceso, la 
respuesta fue igualmente negativa, confirmando que corresponde a la empresa 
"asumir y garantizar directamente la logística, financiación y ejecución de los procesos 
consultivos, incluyendo los costos de transporte, alimentación, hospedaje, facilitación 
y cumplimiento de los acuerdos protocolizados", sin que la Dirección "administre, 
centralice o disponga de dicha información financiera". 
 
La respuesta sobre los mecanismos de financiación como fiducias, patrimonios 
autónomos u otros instrumentos de administración de recursos, la entidad manifestó:  

 
"La definición del mecanismo de financiación y administración de recursos para 
el desarrollo del proceso de Consulta Previa, así como para la ejecución de los 
acuerdos protocolizados, es de manejo y decisión exclusiva entre el ejecutor y 
la respectiva comunidad. En consecuencia, esta Dirección no cuenta con 
información consolidada respecto del uso de fiducias, patrimonios autónomos u 
otros mecanismos de administración de recursos por parte de los sujetos 
obligados."  

 
En el mismo sentido, al explicar los mecanismos de verificación de los recursos 
comprometidos, precisó que su labor "se centra en el seguimiento al cumplimiento de 
los compromisos pactados entre las partes, mas no en la fiscalización o auditoría de 
los recursos financieros comprometidos por el sujeto obligado”, dado que “la 
ejecución, destinación y manejo de los recursos financieros comprometidos son de 
responsabilidad directa del sujeto obligado". 
 
Tampoco fue posible obtener cifras consolidadas sobre el grado de cumplimiento de 
los acuerdos protocolizados ni sobre los tipos de compromisos pactados con mayor 
frecuencia. 
 
Este conjunto de respuestas o la ausencia de ellas, señala importantes conclusiones, 
el Estado colombiano dirige un procedimiento que involucra a casi 6.000 procesos 
activos sin conocer cuánto duran, cuánto cuestan, cómo se financian ni en qué grado 
se cumplen los acuerdos que en él se pactan. 
 



 

Ninguno de estos problemas es atribuible a la falta de voluntad de la entidad rectora ni 
al ejercicio legítimo del derecho por parte de las comunidades étnicas. Todos son 
consecuencia de la ausencia de un marco legal que organice el procedimiento, asigne 
responsabilidades con plazos exigibles, provea información confiable y establezca 
consecuencias frente al incumplimiento. Ese es, precisamente, el objeto de la 
presente iniciativa. 
 
Existen casos donde los problemas relacionados con la Consulta Previa han tenido 
consecuencias sobre proyectos estratégicos. Uno de ellos fue el proyecto de conexión 
de la central hidroeléctrica el Quimbo y las líneas de transmisión asociadas 
necesarias para incorporar al Sistema interconectado Nacional de Energía. Durante 
su trámite se reportó: 
 
“Ciento veinte (120) días calendario, generados por atrasos en el proceso de 
licenciamiento ambiental. 
 

- 256 días calendario generados por demoras en el proceso de Consulta Previa 
con las comunidades Las Mercedes, Triunfo Cristal y Nasa Kwe's Kiwe. 

 
- Sesenta (60) días calendario por demoras en la entrega del ElA, por razones 

ajenas al inversionista”  
 
El proyecto Uchuva 2 posteriormente denominado Sirius, proyecto costa afuera de 
caribe Colombiano que representa una gran oportunidad de reservas de gas para la 
seguridad energética del país. En el año 2024 el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito 
de Santa Marta ordenó suspender las actividades de exploración del pazo Uchuva-2 
hasta que se resolviera la controversia relacionada con la posible presencia del 
Cabildo Indígena Taganga y la realización de la Consulta Previa. Posteriormente, el 
Tribunal Superior de Santa Marta revocó la suspensión, permitiendo continuar las 
actividades, pero ordenó a la autoridad competente revisar nuevamente la 
procedencia de la consulta.  
 
Por tanto, el caso demuestra que una controversia sobre la determinación de la 
Consulta Previa puede llevar incluso a la suspensión temporal de actividades de 
exploración de un proyecto considerado estratégico para la seguridad del gas del 
país. 
 
Finalmente, el proyecto Colectora, es una de las obras de transmisión más 
importantes en tanto busca conectar 7 parques eólicos de la Guajira al Sistema 
Interconectado Nacional y que representaría el 10% de la demanda nacional. El 
Ministerio de Minas y Energía reconoció que Colectora llevaba un rezago de cuatro 
años y señaló que la culminación de las consultas previas era un requisito para 
avanzar hacia el licenciamiento ambiental. 
 



 

El Grupo Energía Bogotá, que tiene a cargo el proceso, señaló desde 2019 que se 
trataba de la Consulta Previa más grande del país, con 235 comunidades de La 
Guajira y Cesar involucradas”. 
 
Sin embargo, durante la etapa constructiva aparecieron entre 17 y 18 comunidades 
adicionales que debieron ser sometidas a nuevos procesos de Consulta Previa, 
elevando el universo a más de 250 comunidades y aproximadamente 260 
comunidades certificadas. Según el gerente de Enlaza, esta nueva identificación de 
comunidades implicó aproximadamente un año adicional para su certificación y fue 
uno de los factores que obligaron a ajustar el cronograma. Haciendo que el 
cronograma anunciado para entrar en operación de agosto del 2026 pasara hasta el 
año 2027. 
 
Este proyecto de Ley se encuentra estructurado para separar las decisiones que 
corresponden al núcleo fundamental de los derechos a diseñar únicamente 
organización administrativa del Estado. En este sentido el proyecto no define quienes 
son los titulares del derecho, no define que constituye una afectación directa, no 
establece los niveles de afectación, no determina en qué casos el consentimiento de 
la comunidad prevalece sobre la decisión estatal y no crea, modifica ni caracteriza 
mecanismos judiciales de protección: donde el articulado se refiere al control judicial, 
remite expresamente a los mecanismos ya previstos en la Constitución y la ley. 
 
Este proyecto lo que hace distinto es que asigna funciones operativas a la entidad 
rectora, crea un sistema de información público, establece plazos para la actuación 
administrativa del Estado, ordena la financiación del proceso mediante un mecanismo 
fiduciario, establece un órgano interinstitucional para resolver bloqueos o tomar 
decisiones que hoy no tienen un punto de solución y determina como se acredita el 
incumplimiento y qué ocurre o cómo procede su control. Todos estos mecanismos 
operan como elementos administrativos del Estado. 
 
El referente normativo para este proyecto es la Ley 1437 de 2011. El Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo regula actuaciones 
que inciden directamente sobre derechos fundamentales (el debido proceso 
administrativo, el derecho de petición en su dimensión procedimental, el acceso a la 
administración de justicia) y fue tramitado como ley ordinaria, sin que ello se haya 
considerado una invasión de la reserva estatutaria. La razón es la misma que sostiene 
esta iniciativa: regular cómo actúa la administración no equivale a regular el derecho 
sobre el cual actúa. 
 
Los diferentes conceptos que ha emitido la Corte Constitucional así como los 
pronunciamientos del Consejo de Estado sobre el orden y reglamentación de la 
Consulta Previa ha sido la base para el desarrollo del articulado del proyecto de Ley.  
 
El Consejo de Estado, mediante sentencia del 24 de noviembre de 2022, declaró la 
nulidad parcial de la Directiva Presidencial 01 de 2010 al establecer que sus 
disposiciones constituían órdenes reglamentarias que modificaban la forma en que se 



 

desarrolla el diálogo con los grupos étnicos, y que el Gobierno carecía de 
competencia para regular esos aspectos, los cuales requieren norma con rango de ley 
por no haber sido regulados ni por la Constitución ni por la Ley 21 de 1991. 
 
Posteriormente, mediante sentencia del 10 de agosto de 2023, el mismo tribunal 
declaró la nulidad parcial de la Directiva Presidencial 10 de 2013, incluyendo las 
disposiciones sobre los pasos a seguir cuando no es posible alcanzar acuerdos y 
sobre la aplicación del test de proporcionalidad.  
 
La sentencia T-129 de 2011 exhortó al Congreso y a la Presidencia de la República 
para que, en ejercicio de sus competencias, regularan y materializaran el derecho a la 
Consulta Previa y al consentimiento previo, libre e informado' 
 
La sentencia SU-123 de 2018 reiteró y precisó el exhorto en su parte resolutiva, 
requiriendo al Gobierno Nacional y al Congreso para que adopten las medidas 
pertinentes para regular lo relacionado con los certificados de presencia y afectación 
de comunidades étnicas, y realicen los ajustes necesarios para que la institución 
encargada de expedirlos cuente con la autonomía e independencia administrativa y 
financiera requeridas para ejercer adecuadamente su función. 
 
En esta misma sentencia incluyó, entre los principios que orientan la realización de las 
consultas, el de “ausencia de derecho de veto", junto con los de buena fe, 
participación activa y efectiva, diálogo intercultural, flexibilidad, información y respeto 
de la diversidad étnica y cultural.  
 
La misma sentencia estableció expresamente en la sección “La intensidad de la 
afectación, el principio de proporcionalidad y los niveles de consulta con los grupos 
étnicos” qué ocurre cuando el diálogo no produce acuerdo: "Cuando la medida sea 
susceptible de afectación directa al pueblo étnico, se aplican todas las reglas de 
deliberación con las comunidades tradicionales, conforme al derecho a la Consulta 
Previa y con el propósito genuino de llegar a un acuerdo. En caso de que la consulta 
sea adecuadamente realizada pero no conduzca a un acuerdo, la administración 
deberá implementar la medida con base en los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad.” 
 
La sentencia T-219 de 2022 precisó que el deber de diligencia empresarial 
comprende la obligación de las empresas de informar a la Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa del Ministerio del Interior sobre la presencia de 
comunidades étnicas que son susceptibles de ser directamente afectadas por el 
proyecto, incluso si el acceso a esa información es posterior a la certificación, se 
refuerza la obligación de informar, no de conducir el proceso. 
 
El Equipo Facilitador que crea el proyecto materializa esta distinción: es conformado y 
acreditado por la Dirección, actúa bajo su dirección exclusiva, no puede recaer en 
personas vinculadas laboral o contractualmente con la empresa y se financia , 



 

mediante un patrimonio autónomo con tarifa fijada por el Estado, sin relación 
contractual directa entre quien aporta los recursos y quien conduce el diálogo. 
 
Sobre los plazos que fija el articulado corresponden en su totalidad a actuaciones 
administrativas del Estado y la empresa en términos de expedición de la certificación, 
selección del protocolo metodológico, aprobación de la adaptación, designación del 
equipo facilitador, aplicación del test, expedición del certificado de cumplimiento. 
 
Ningún plazo se impone a las comunidades ni condiciona los tiempos de deliberación, 
diálogo o concertación, y el articulado lo declara expresamente. Los plazos operan 
contra el Estado, no contra las comunidades, y su incumplimiento genera 
responsabilidad disciplinaria del funcionario. 
 
La argumentación que se establece en esta exposición de motivos desarrolla el vacío 
normativo que se ha ¡identificado en el proceso de reglamentación de la Consulta 
Previa, y que tras el anuncio de 7.500 procesos consultivos, vacíos y desorden 
administrativo identificado por la Corte Constitucional y la evidenciada en la cantidad 
de proyectos suspendidos o con días de atraso y un marco normativo que los 
tribunales han ido desmontando por carecer de la jerarquía requerida, se hace 
necesario disponer la función administrativa del Estado para su operación. 
 
Esto es, bajo la estructura institucional, la información y las reglas de procedimiento 
que hoy no tiene, no se define ni se reestructura las disposiciones fundamentales de 
la Consulta Previa sino en darle al Estado las herramientas para cumplir con lo que ya 
es su obligación. 
 
 

IV. MARCO JURÍDICO 
 
Constitución Política de Colombia Artículo 7. Diversidad étnica y cultural. 
 
“El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación 
colombiana." 
 
Artículo 330°. Explotación de recursos naturales en territorios indígenas. 
 

"La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin 
desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades 
indígenas. En las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el 
Gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas 
comunidades.” 

 
Convenio 169 de la OIT (1989) Ratificado por la Ley 21 de 1991  
Artículo 6°. 
 
"1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:  



 

 
a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en 

particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se 
prevean medidas legislativas O administrativas susceptibles de afectarles. 
directamente;  

b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan 
participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de 
la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones 
electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de 
políticas y programas que les conciernan;  

c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas 
de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos 
necesarios para este fín.  

 
2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse 
de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar 
a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas." 
 
Artículo 7 
1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias 
prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte 
a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o 
utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio 
desarrollo económico, social y cultural.” 
 
Ley 21 de 1991 Aprobación del Convenio 169 de la OIT 
 

"Apruébese el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en 
países independientes, adoptado por la 76* reunión de la Conferencia General 
de la OIT, Ginebra, 1989." 

 
Decreto 2893 de 2011 Estructura del Ministerio del Interior 
 
Artículo 13°. “La Dirección de Consulta Previa tendrá las siguientes funciones:  
 
1. Dirigir en coordinación con las entidades y dependencias correspondientes los 
procesos de Consulta Previa que se requieran de conformidad con la ley." 
 
Decreto 2353 de 2019 Modificación de la estructura del Ministerio del Interior Creó la 
Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa — DANCP, otorgándole 
autonomía administrativa y financiera dentro del Ministerio del Interior, con tres 
subdirecciones (Técnica, de Gestión y Corporativa).” 
 
Decreto 2613 de 2013 Protocolo de Coordinación Interinstitucional :  
 



 

Artículo 1°. “Adoptase el Protocolo de Coordinación Interinstitucional para la Consulta 
Previa como mecanismo de coordinación entre las entidades públicas, destinado a 
facilitar el enlace de las responsabilidades correspondientes y a compartir criterios e 
información actualizada que sirvan de soporte para la expedición de las certificaciones 
de presencia de comunidades étnicas y para el desarrollo mismo de la Consulta  
Previa." 
 
Decreto 1066 de 2015 Decreto Único Reglamentario del Sector Interior 
Artículo 2.5.3.4.1. 
 
“La Dirección de Consulta Previa del Ministerio del Interior es la dependencia 
encargada de dirigir los procesos de Consulta Previa que se requieran de 
conformidad con la ley, así como de coordinar con las entidades y dependencias 
correspondientes las acciones necesarias para su desarrollo," 
 
Directiva Presidencial 08 de 2020 
 
Sustituyó la etapa de certificación y adicionó las etapas de preconsulta, consulta y 
seguimiento de la Directiva 10/2013. Desarrolló el test de proporcionalidad. 
 
Sentencia SU-039 de 1997 M.P. Antonio Barrera Carbonell 
 
Reconocimiento de la Consulta Previa como derecho fundamental autónomo "La 
participación de las comunidades indígenas en las decisiones que pueden afectarlas 
en relación con la explotación de los recursos naturales ofrece como particularidad el 
hecho de que la referida participación, a través del mecanismo de la consulta, 
adquiere la connotación de derecho fundamental, pues se erige en un instrumento 
que es básico para preservar la integridad étnica, social, económica y cultural de las 
comunidades de indígenas y para asegurar, por ende, su subsistencia como grupo 
social.” 
 
Sentencia T-652 de 1998 M.P. Carlos Gaviria Diaz 
 
Afectación a subsistencia por la represa Urrá e inaplicabilidad del Decreto 1320 de 
1998 
 
Constató que la construcción de Urrá | interrumpió las actividades de pesca y caza del 
pueblo Embera-Katio del Alto Sinú, afectando su supervivencia alimentaria. Declaró 
inaplicable el Decreto 1320 de 1998 por no haber sido consultado previamente con las 
comunidades. 
 
Sentencia C-461 de 2008 .M.P. Manuel José Cepeda Espinosa 
 
Obligatoriedad de la preconsulta como fase autónoma “La manera en la que habrá de 
realizarse cada proceso de Consulta Previa tiene que ser definida en forma preliminar 
con las autoridades de cada comunidad indigena o afrodescendiente, a través de un 



 

proceso preconsultivo específicamente orientado a sentar las bases del procedimiento 
a seguir, respetando así a las autoridades de cada comunidad y las especificidades 
culturales de esta." 
 
Auto 004 de 2009 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa 
Planes de Salvaguarda Étnica para 34 pueblos en riesgo de extinción Ordenó al 
Gobierno Nacional diseñar e implementar Planes de Salvaguarda para pueblos 
indígenas en riesgo de extinción física y cultural, vinculando la presencia de proyectos 
extractivos y de infraestructura como factor de riesgo. 
 
Sentencia T-129 de 2011 M.P- Jorge Iván Palacio Palacio Consentimiento previo, libre 
e informado: tres casos, test de proporcionalidad y exhorto al Congreso  
 
Sobre los tres supuestos de consentimiento: 
 
“Para ello deberán crear e implementar herramientas que contribuyan de forma 
efectiva a la consecución del consentimiento libre, previo e informado según las 
costumbres y tradiciones del grupo étnico determinado, en aquellos casos que: (a) 
impliquen el traslado o desplazamiento de las comunidades por fa obra o el proyecto; ‘ 
(b) estén relacionados con el almacenamiento o vertimiento de desechos tóxicos en 
las tierras étnicas; y/o (c) representen un alto impacto social, cultural y ambiental 
significativo de una comunidad étnica.” 
 
Sobre el test de proporcionalidad: 
 
"Siempre y cuando se hayan agotado todos los medios para obtener el 
consentimiento y se demuestre que la medida: persigue un fin constitucional 
imperioso; es la menos lesiva para la autonomía de los pueblos étnicos; y es 
proporcional a los sacrificios que impone a la comunidad." 
 
Exhorto al Congreso: 
“EXHORTA al Congreso y a la Presidencia de la República para que a través de sus 
competencias regulen y materialicen el derecho a la Consulta Previa y el 
consentimiento previo, libre e informado." 
 
Sentencia  T-576 de 2014 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva Preconsulta como fase 
sustantiva 
 
"Antes de llevar a cabo la Consulta Previa en estricto sentido es necesario realizar 
conversaciones preliminares, es decir, una especie de preconsulta con la comunidad 
o comunidades concernidas, cuya finalidad es identificar las instancias de gobierno 
local y los procedimientos de la comunidad para la toma de decisiones." 
 
Sentencia T-002 de 2017 M.P. Alberto Rojas Ríos 
Carácter vinculante y exigible judicialmente de los acuerdos protocolizados 
 



 

"El Acuerdo de Consulta Previa es vinculante en el ordenamiento jurídico interno 
colombiano por cuanto las partes se obligan voluntariamente a aquel como única 
forma de garantizar la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y 
culturales de las comunidades étnicas minoritarias." 
 
“Ante la inexistencia de un mecanismo ordinario de defensa judicial en el 
ordenamiento jurídico, dicho ACP sea susceptible de protección mediante la acción de 
tutela con la finalidad de que lo pactado de común acuerdo sea exigible, inmutable, 
vinculante y definitivo para las partes." 
 
Sentencia SU-123 de 2018 M.P. Alberto Rojas Rios y Rodrigo Uprimny Yepes 
Sentencia de unificación sistematización integral del derecho Sobre niveles de 
participación: 
 
“La Consulta Previa es una manifestación del derecho a la participación, que en el 
marco del principio de proporcionalidad se presenta en diferentes niveles que 
dependen del grado de afectación a una comunidad: a) la participación básica cuando 
no existe afectación directa; b) la Consulta Previa cuando existe una afectación 
directa y c) el consentimiento previo, libre e informado cuando existe una afectación 
intensa en los derechos del pueblo étnico.” 
 
Sobre ausencia de veto: 
 
"La Consulta Previa se trata de un derecho fundamental e irrenunciable y su objetivo 
es intentar lograr, en forma genuina y mediante diálogo intercultural, el consentimiento 
de las comunidades indígenas y tribales sobre las medidas que las afecten. Así 
mismo, debe guiarse por los principios generales de buena fe entre las partes, 
participación activa y efectiva de los pueblos interesados, diálogo intercultural, 
ausencia de derecho de veto, flexibilidad, información y respeto de la diversidad 
étnica y cultural.” 
 
Sobre la potestad del Estado cuando no hay acuerdo: 
 
"Las autoridades competentes podrán adoptar y desarrollar decisiones debidamente 
motivadas y fundadas en los principios de proporcionalidad, razonabilidad y el respeto 
de los derechos de las comunidades indígenas, sin perder de vista las diferentes 
posiciones y criterios de las partes durante el proceso de consulta." 
 
Sobre afectación directa: 
 
"La jurisprudencia constitucional, en armonía con el derecho internacional, ha definido 
la afectación directa como el impacto positivo o negativo que puede tener una medida 
sobre las condiciones sociales, económicas, ambientales o culturales que constituyen 
la base de la cohesión social de una determinada comunidad étnica." 
 
Sobre la naturaleza estatal de la obligación: 



 

 
"La Consulta Previa es un. deber de naturaleza estatal" y los particulares tienen un 
deber de diligencia complementario, pero no sustitutivo. 
 
Exhorto al Congreso (parte resolutiva): 
 
"Se exhorta al Gobierno Nacional y al Congreso de la República para que, con base 
en los lineamientos expuestos en la presente sentencia, adopten las medidas 
pertinentes para regular lo relacionado con los certificados de presencia y afectación 
de comunidades étnicas, que hagan efectivo el derecho a la Consulta Previa en los 
términos del Convenio 169 de la OIT y, realicen los ajustes para que la institución 
encargada de otorgar estos certificados cuente con la autonomía e independencia 
administrativa y financiera necesarias para ejercer adecuadamente su función." 
 
Sentencia T-219 de 2022 Deber de diligencia empresarial 
 
“Este deber de diligencia comprende fa obligación de las empresas de informar a la 
Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa del Ministerio del Interior sobre 
la presencia de comunidades étnicas que son susceptibles de ser directamente 
afectadas por el proyecto, incluso si el acceso a esa información es posterior a la 
certificación." 
 
 

V. CONCORDANCIA DEL ARTICULADO PROPUESTO CON EL MARCO 
NORMATIVO VIGENTE 
 

Artículo del proyecto de ley Norma vigente relacionada (cita literal 
pertinente) 

Artículo 1. La presente Ley tiene como 
objeto establecer el procedimiento 
administrativo que permita al Estado tener 
una estructura institucional operativa para 
el desarrollo de la Consulta Previa.” 

Convenio 169 de la OIT, aprobado por 
Ley 21 de 1991, art. 6.1(a): “consultar a 
los pueblos interesados, mediante 
procedimientos apropiados y en particular 
a través de sus instituciones 
representativas, cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente”. 
 
Art. 6.2: “Las consultas llevadas a cabo 
en aplicación de este Convenio deberán 
efectuarse de buena fe y de una manera 
apropiada a las circunstancias, con la 
finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento acerca de las medidas 
propuestas”. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. Las 
disposiciones de la presente Ley aplican 

Convenio 169 de la OIT, Ley 21 de 1991, 
art. 6.1(a): “consultar a los pueblos 



 

para la estructura administrativa del 
Estado que lleva a cabo el proceso de 
Consulta Previa, bajo responsabilidad de 
la Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa del Ministerio del Interior; 
los ministerios y entidades del orden 
nacional, las autoridades ambientales; 
personas jurídicas de derecho privado; 
las alcaldías y gobernaciones. 
 

interesados […] cada vez que se prevean 
medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente”. 
 
Constitución Política, art. 6: “Los 
particulares sólo son responsables ante 
las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los servidores 
públicos lo son por la misma causa y por 
omisión o extralimitación en el ejercicio de 
sus funciones”. 

Artículo 3. Entidad rectora, La Dirección 
de la Autoridad Nacional de Consulta 
Previa del Ministerio del Interior, es la 
entidad rectora del proceso de Consulta 
Previa. 
 
Son sus funciones: 
 
1, Administrar el Sistema de Información 
de Consulta Previa (SICOP) 
 
2. Desarrollar la propuesta metodológica 
de la Consulta Previa y aplicar su 
desarrollo en todas sus fases, desde el 
inicio hasta el cierre, en coordinación con 
las entidades públicas involucradas. 
 
3. Expedir los actos administrativos 
relativos a los acuerdos realizados o 
desiertos para cada consulta. 
 
4. Convocar y presidir la Mesa Técnica 
 
5. Definir mediante acto administrativo de 
carácter general los cronogramas del 
proceso, las tarifas logísticas y los 
formatos de reporte de información que 
deben cumplir para la Consulta Previa. 
 
6. Establecer metodologías y articularse 
con los ministerios y direcciones 
responsables para la caracterización 
étnica y cultural de las comunidades 
étnicas en el marco del proceso de 
consulta previa. 

Constitución Política, art. 189.11: “Ejercer 
la potestad reglamentaria, mediante la 
expedición de los decretos, resoluciones 
y órdenes necesarios para la cumplida 
ejecución de las leyes”. 
 
Decreto 1066 de 2015, que compila 
disposiciones del sector Interior sobre 
consulta previa, contiene reglas 
institucionales y procedimentales 
aplicables a la materia. 



 

 
7. Aplicar el Test de Proporcionalidad 
cuando no se alcance acuerdo en el 
proceso de concertación. 
 
8. Expedir el Certificado de Cumplimiento 
de Consulta Previa CCCP  
 
9. Expedir las certificaciones de presencia 
de comunidades étnicas en el área de 
influencia de proyectos, obras o 
actividades, conforme al procedimiento 
administrativo vigente. 
 
10. Ejercer el seguimiento del 
cumplimiento de los acuerdos 
protocolizados y aplicar el régimen de 
incumplimiento. 
 
11. Las demás que sean requeridas para 
el cumplimiento de las funciones. 

Artículo 4. Obligaciones de las entidades 
nacionales en el proceso. Los ministerios 
y entidades nacionales y locales sobre los 
cuales se requiera participación o 
respuesta en el proceso de Consulta 
Previa tendrán las siguientes 
obligaciones: 
 
1. Responder las solicitudes de 
información solicitadas por la Dirección de 
la Autoridad Nacional de Consulta Previa 
dentro de los diez (10) días hábiles 
siguientes. 
 
2. Participar en las reuniones de 
coordinación y preparación institucional 
cuando sean convocadas por la Dirección 
de la Autoridad Nacional de Consulta 
Previa. 
 
3. Aportar información técnica sectorial 
para la caracterización del área de 
influencia de la Consulta Previa 
 
4. Atender los requerimientos por la 

Ley 1437 de 2011 (CPACA), art. 14, 
según modificación de la Ley 1755 de 
2015: establece términos para resolver 
las distintas modalidades de peticiones. 
El término general previsto es de quince 
(15) días, salvo término especial 
aplicable. 



 

Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa e incluir en sus Planes 
Estratégicos Institucionales metas 
relacionadas con la gestión de procesos 
de Consulta Previa en su sector. 
 
5. Atender los requerimientos formulados 
por la Dirección de la Autoridad Nacional 
de Consulta Previa y designar, dentro de 
los tres (3) días siguientes a la solicitud, 
un funcionario del nivel directivo con 
capacidad de decisión, quien actuará 
como punto de contacto permanente y 
enlace institucional. 
 

Artículo 5. Sistema disciplinario por 
inasistencia. Los representantes de las 
entidades públicas que sean convocados 
a las instancias y reuniones de los 
procesos de consulta previa deberán 
asistir salvo que exista causa justificada 
previamente informada a la Dirección de 
la Autoridad Nacional de Consulta Previa. 
 
Cuando se presenten inasistencias 
injustificadas reiteradas que puedan 
constituir un incumplimiento de los 
deberes funcionales, la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa 
remitirá el informe y los soportes 
correspondientes a la Oficina de Control 
Disciplinario Interno de la entidad a la que 
pertenezca el servidor, para que, en el 
marco de sus competencias, determine la 
procedencia de iniciar la actuación 
disciplinaria correspondiente, de 
conformidad con el Código General 
Disciplinario y demás normas aplicables. 
 

Ley 1952 de 2019, modificada por la Ley 
2094 de 2021, establece el Código 
General Disciplinario y el régimen de 
responsabilidad disciplinaria de 
servidores públicos. 

Artículo 6. Mesa Técnica de Consulta 
Previa. Crease la Mesa Técnica de 
Consulta Previa que resolverá situaciones 
sobrevinientes, extraordinarias o 
circunstanciales de los procesos en 
ejecución, la resolución de las solicitudes 
se realizará en un término| 

Constitución Política, art. 29: “El debido 
proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas”. 
 
Convenio 169 de la OIT, Ley 21 de 1991, 
art. 6.2: la consulta debe efectuarse “de 
buena fe y de una manera apropiada a 



 

 
máximo de un (1) mes desde la 
manifestación de la situación. Estará 
conformada por los siguientes miembros 
con voz y voto: 
 
1. El Director de la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa 
del Ministerio del Interior quien la 
Presidirá. 
 
2. Un (1) delegado del Departamento 
Nacional de Planeación. 
 
3. Un (1) delegado del Ministerio o 
entidad nacional competente según el 
sector del proyecto. 
 
4. Un (1) delegado de la ANLA cuando el 
proceso esté vinculado a un trámite de 
licencia ambiental. 
 
5. Un (1) representante de las 
comunidades sujetos de la Consulta 
Previa. 
 
Serán invitados permanentes con voz 
pero sin voto: un representante de la 
empresa solicitante del proyecto, un 
delegado de la Defensoría del Pueblo, 
Procuraduría General de la Nación y el 
Equipo Facilitador que acompañará 
permanentemente los espacios de 
diálogo del proceso. Sus informes serán 
insumo para las decisiones de la Mesa 
Técnica, sin que ello sustituya la 
competencia de esta última para resolver 
las situaciones previstas en este artículo. 
 
Las decisiones se adoptarán por mayoría 
simple y serán vinculantes para las 
partes. 
 
La Mesa Técnica actuará cuando: 
 
1, Cuando vencido el cronograma del 

las circunstancias”. 



 

proceso de consulta, incluyendo su 
prórroga, no se haya suscrito avances o 
protocolizados acuerdos. 
 
2. Cuando surjan situaciones 
sobrevinientes que bloqueen el avance 
del proceso y que no puedan resolverse 
en el marco ordinario del mismo. 
 
3. Cuando existan controversias sobre la 
composición de las partes del proceso 
que afecten su continuidad. 
 
4. Cuando la Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa lo estime 
necesario por razones de urgencia o por 
situaciones de seguridad que afecten el 
proceso. 
 

Artículo 7. Equipo Facilitador de la 
Dirección de Consulta Previa y asesores 
técnicos. La Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa conformará y 
acreditará un Equipo Facilitador, 
integrado por servidores públicos o 
profesionales externos con formación en 
diálogo intercultural y experticia en los 
campos disciplinarios que involucren los 
proyectos, encargado de aplicar el 
protocolo metodológico establecido por la 
Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa, así como de conducir, 
documentar y sistematizar los espacios 
de diálogo de las fases de preconsulta y 
consulta, incluida la elaboración del acta 
de acuerdos. 
 
La Dirección designará el Equipo 
Facilitador y asesor dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes a la aprobación 
de la adaptación metodológica con cargo 
al Registro de Facilitadores de Consulta 
Previa que administrará la Dirección. Su 
designación para cada proceso no podrá 
recaer en personas vinculadas laboral o 
contractualmente con la empresa. 

Convenio 169 de la OIT, Ley 21 de 1991, 
art. 6.1(b): “establecer los medios a través 
de los cuales los pueblos interesados 
puedan participar libremente”. 
 
Art. 6.2: la consulta debe efectuarse “de 
buena fe y de una manera apropiada a 
las circunstancias”. 



 

 
El Equipo Facilitador actuará bajo la 
dirección exclusiva de la Dirección de 
Consulta Previa. 
 
Créase el Registro Nacional de 
Facilitadores y Asesores de Consulta 
Previa, administrado por la Dirección 
como instrumento público de acreditación 
de los profesionales que intervienen en 
los procesos, con dos categorías de 
inscripción:  
 
facilitadores, habilitados para ser 
designados por la Dirección; y asesores 
técnicos, habilitados para ser 
seleccionado por las comunidades. Un 
mismo profesional no podrá desempeñar 
ambas funciones en un mismo proceso. 
El Registro formará parte del SICOP y 
será de consulta pública. 
 
Las comunidades participantes en el 
proceso contarán con asesoría técnica 
especializada representada en los 
asesores, cuyos profesionales serán 
seleccionados libremente por la 
comunidad a partir del Registro Nacional 
de Facilitadores y Asesores de Consulta 
Previa que administrará la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa. 
La asesoría técnica tendrá por objeto 
apoyar a la comunidad en la comprensión 
de los aspectos técnicos, ambientales, 
jurídicos y económicos del proyecto y en 
la formulación de sus propuestas durante 
la concertación. 
 
Parágrafo 1. Los honorarios y gastos 
logísticos del Equipo Facilitador y de la 
asesoría técnica de las comunidades se 
cubrirán con cargo a la fiducia de que 
trata el artículo 8”, y se desembolsarán 
conforme a los hitos de ejecución del 
proceso que reglamente la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa. 



 

Cuando el Equipo Facilitador esté 
integrado por servidores públicos, la 
fiducia cubrirá Únicamente sus viáticos y 
gastos logísticos de desplazamiento. 
 
Parágrafo 2. Los honorarios del Equipo 
Facilitador y de la asesoría técnica se 
fijarán con base en una escala 
equivalente a la de los servidores 
públicos profesionales de la planta del 
Ministerio del Interior, según su nivel de 
experiencia y formación, sin que en 
ningún caso puedan superar dicha 
equivalencia. La Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa expedirá y 
actualizará periódicamente la tabla de 
honorarios. 
 
Parágrafo 3. La Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa 
reglamentará los criterios de acreditación 
y régimen de incompatibilidades del 
Equipo Facilitador. 
 

Artículo 8. Fiducia de administración 
del proceso. La empresa solicitante del 
proceso, constituirá un patrimonio 
autónomo mediante contrato de fiducia, 
cuyos desembolsos se realizarán por 
instrucción de la Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa, previa 
verificación del cumplimiento de los hitos 
correspondientes, igualmente, podrá 
establecer mediante reglamentación 
mecanismos simplificados de 
administración de recursos para procesos 
cuyo valor total no supere el umbral que 
ella determine, El beneficiario será la 
comunidad como sujeto colectivo. 
 
Cuando la empresa tenga más de un 
proceso de consulta previa activo, podrá 
constituir un solo patrimonio autónomo 
con subcuentas individualizadas por 
proceso. 
 

Convenio 169 de la OIT, Ley 21 de 1991, 
art. 6.1(c): “establecer los medios para el 
pleno desarrollo de las instituciones e 
iniciativas de esos pueblos y en los casos 
apropiados proporcionar los recursos 
necesarios para este fin”. 



 

Cada subcuenta identificará la comunidad 
beneficiaria, el presupuesto aprobado 
desagregado por componentes y los hitos 
de desembolso correspondientes. Los 
recursos de cada subcuenta tienen 
destinación específica y no podrán 
aplicarse a un proceso distinto del que los 
originó.  
 
La fiducia deberá constituirse dentro de 
los quince (15) días hábiles siguientes a 
la aprobación de la adaptación 
metodológica. Su constitución es requisito 
para el inicio de la fase de preconsulta. 
 
La fiducia incluirá una partida específica 
para cubrir los honorarios y gastos 
logísticos del Equipo Facilitador y 
asesoría técnica y será entregada 
conforme a los hitos de desembolso y 
concertación que reglamente la Dirección 
Nacional de Consulta Previa. 
 
Parágrafo: Los recursos administrados 
por la fiducia no podrán destinarse a 
entregas de dinero en favor de miembros 
individuales de la comunidad, de sus 
autoridades o representantes, ni de 
terceros que actúen por cuenta de ellos, 
La destinación de los recursos 
corresponde a la comunidad como sujeto 
colectivo, conforme a los acuerdos 
protocolizados. 
 

Artículo 9. Sistema de Información de 
Consulta Previa. Regúlese el Sistema de 
Información de Consulta Previa (SICOP) 
como plataforma tecnológica única, 
pública e interoperable, administrada por 
la Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa, que centraliza y 
georreferencia la información relevante 
para el proceso de Consulta Previa en 
Colombia. 
 
El SICOP no crea un registro étnico o 

Constitución Política, art. 15, reconoce el 
derecho a la intimidad y al habeas data; 
art. 74 dispone: “Todas las personas 
tienen derecho a acceder a los 
documentos públicos salvo los casos que 
establezca la ley”. 



 

comunitario nuevo: integra y hace 
interoperables los registros ya existentes 
y la información que deben reportar la 
empresa y las entidades territoriales. 
 
El SICOP incluirá un módulo público de 
trazabilidad de acuerdos que permita 
consultar, por comunidad y por territorio, 
los acuerdos concertados, los proyectos 
en ejecución y los proyectos ejecutados 
en cada proceso de Consulta Previa. 
 
Se habilitará un módulo donde las 
comunidades postulen proyectos, de 
acuerdo a las prioridades de sus 
instrumentos de planeación, planes de 
vida, planes de etnodesarrollo y los que 
sean reconocidos para el proceso de 
concertación de compensaciones. 
 
Parágrafo. El Gobierno Nacional podrá 
incorporar en el Presupuesto General y 
conforme al Marco Fiscal de Mediano 
Plazo, los recursos necesarios para el 
desarrollo, implementación, operación y 
mantenimiento del SICOP. La Dirección 
Nacional de Consulta Previa podrá 
igualmente celebrar convenios de 
cooperación técnica o financiera, nacional 
o internacional, para su implementación. 
 

Artículo 10. Fuentes de información del 
SICOP. El SICOP integrará información 
proveniente de las siguientes fuentes: 
 
1. Registros étnicos existentes del 
ministerio del interior y de otras entidades 
públicas que repose información para la 
caracterización de las comunidades. 
 
2. Alcaldías y gobernaciones: información 
sobre presencia étnica en el municipio o 
departamento, incluyendo comunidades 
no registradas en las fuentes del 
Ministerio del Interior. 
 

Constitución Política, art. 74: “Todas las 
personas tienen derecho a acceder a los 
documentos públicos salvo los casos que 
establezca la ley”. 
 
Ley 1581 de 2012 regula la protección de 
datos personales. 



 

3. Información de identificación de 
comunidades étnicas obtenida por la 
empresa mediante debida diligencia. La 
empresa deberá entregar, un 
levantamiento georreferenciado de la 
presencia de comunidades étnicas en el 
área de influencia, incluyendo la 
ubicación de asentamientos, zonas de 
uso habitual, autoridades o instancias de 
gobierno propio identificadas y cualquier 
otra información relevante para la 
caracterización. La Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa 
reglamentará los criterios de esta 
información como insumo para la 
caracterización de la presencia de 
comunidades. 
 
4. Visitas de verificación en campo 
 
5. Instituciones académicas, culturales o 
investigativas especializadas con 
caracterización de comunidades. 

Artículo 11. Caracterización. El Ministerio 
del Interior en cabeza de la Dirección de 
la Autoridad Nacional de Consulta Previa 
se encargará de consolidar la información 
de identificación antropológica, cultural, 
identitaria y territorial de las comunidades. 
 
El proceso de caracterización tendrá un 
plazo de seis (6) meses para su 
realización y servirá de soporte para los 
procesos de Consulta Previa con el fin de 
dar certeza a las partes y deberá 
actualizarse periódicamente mínimo cada 
4 años. 
 
La información resultante de la 
caracterización será registrada en el 
SICOP y constituirá insumo para la 
expedición de las certificaciones de 
presencia a cargo de la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa 

Convenio 169 de la OIT, Ley 21 de 1991, 
art. 1.2: “La conciencia de su identidad 
indígena o tribal deberá considerarse un 
criterio fundamental para determinar los 
grupos a los que se aplican las 
disposiciones del presente Convenio”. 
 
Art. 6.1(a): la consulta se realiza cuando 
haya medidas susceptibles de afectar 
directamente a los pueblos interesados. 

Artículo 12. Plazos administrativos del 
proceso. Las actuaciones administrativas 

Convenio 169 de la OIT, Ley 21 de 1991, 
art. 6.2: la consulta debe efectuarse “de 



 

a cargo del Estado y de la empresa en el 
proceso de Consulta Previa se sujetarán 
a los siguientes plazos máximos: 
 
1. Verificación de la solicitud: tres (3) días 
hábiles desde la radicación por parte de 
la empresa. Si la información es 
insuficiente, la Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa requerirá su 
complementación a la empresa dentro del 
mismo término. 
 
2. Expedición de la certificación de 
presencia de las comunidades: la 
Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa tendrá un plazo de 
quince (15) días hábiles contados desde 
la radicación de la solicitud completa para 
determinar la presencia de comunidades, 
con base en la información disponible en 
el Sistema de Información y Gestión de la 
Consulta Previa (SICOP) y en las demás 
fuentes de información actualizadas que 
reposen en la entidad. 
 
3. Selección y remisión del protocolo 
metodológico diferenciado: cinco (5) días 
hábiles desde la expedición de la 
certificación positiva de presencia.  
 
4. Presentación de la adaptación técnica, 
logística y presupuestal por parte de la 
empresa: quince (15) días hábiles desde 
la recepción del protocolo. 
 
5. Aprobación o devolución con 
observaciones de la adaptación por la 
Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa: diez (10) días hábiles 
desde la presentación. 
 
6. Designación del Equipo Facilitador: 
cinco (5) días hábiles desde la aprobación 
de la adaptación. 
 
7. Aplicación del test de proporcionalidad 

buena fe y de una manera apropiada a 
las circunstancias”. 
 
Ley 1437 de 2011 (CPACA), art. 46: 
“CONSULTA OBLIGATORIA. Cuando la 
Constitución o la ley ordenen la 
realización de una consulta previa a la 
adopción de una decisión administrativa, 
dicha consulta deberá realizarse dentro 
de los términos señalados en normas 
respectivas, so pena de nulidad de la 
decisión que se llegare a adoptar”. 



 

cuando no haya acuerdo: treinta (30) días 
hábiles desde la activación del 
procedimiento. 
 
8. Expedición del CCCP: diez (10) días 
hábiles desde la protocolización de los 
acuerdos. 
 
Parágrafo 1. Los plazos establecidos en 
el presente artículo corresponden a 
actuaciones administrativas del Estado y 
la empresa. No constituyen límites al 
ejercicio del derecho a la Consulta Previa 
por parte de las comunidades étnicas ni 
restringen los tiempos de diálogo, 
deliberación y concertación propios del 
proceso. 
 
Parágrafo 2. Cuando la complejidad 
técnica, territorial o logística del proceso 
lo justifique, la DANCP podrá ampliar los 
plazos a su cargo mediante acto 
administrativo motivado, por una sola vez 
y hasta por quince (15) días hábiles 
adicionales, que deberá publicarse en el 
SICOP. 
 

Artículo 13. Concertación de acuerdos. 
La Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa, las empresas del 
proyecto y los representantes de las 
comunidades deberán reunirse para 
concertar los compromisos en beneficio 
de la comunidad impactada. 
 
La concertación deberá ser siempre la 
forma de decisión prevalente en los 
procesos de consulta que deberán 
intentarse por los menos 3 veces, con al 
menos un mes de diferencia para 
alcanzarlo. 
 
Concluido sin acuerdo al tercer intento, 
será la Dirección de la Autoridad Nacional 
de Consulta Previa la encargada de 
decidir las formas de compensación a la 

Convenio 169 de la OIT, Ley 21 de 1991, 
art. 6.2: “Las consultas llevadas a cabo en 
aplicación de este Convenio deberán 
efectuarse de buena fe y de una manera 
apropiada a las circunstancias, con la 
finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento acerca de las medidas 
propuestas”. 



 

comunidad mediante acto administrativo 
motivado que será susceptible de control 
judicial conforme a los mecanismos 
previstos en la constitución y la Ley. 
 
Parágrafo 1. La Dirección Nacional de 
Consulta Previa aplicará de oficio el test 
de proporcionalidad en treinta (30) días 
hábiles, verificando: 
 
1. Que no se haya alcanzado el proceso 
de concertación por las partes pese a los 
intentos realizados. 
 
2. Que el proceso se haya adelantado de 
buena fe y con participación efectiva, 
conforme al registro y los informes del 
Equipo Facilitador y las memorias 
documentales. 
 
3. Que el proyecto persigue un fin 
constitucional legítimo y necesario. 
 
4. Que no existe alternativa menos lesiva. 
La verificación de este criterio exigirá que 
la empresa demuestre haber evaluado 
alternativas de localización, de tecnología 
y de diseño del proyecto, y que ninguna 
de ellas permite evitar la afectación sobre 
la comunidad. 
 
5. Que las compensaciones son 
proporcionales a la afectación. Si los 
cinco criterios se verifican de manera 
acumulativa, la Dirección Nacional de 
Consulta Previa expedirá resolución 
motivada autorizando la continuación del 
proyecto. 
 
Parágrafo 2. En los casos de archivo del 
trámite, los recursos no ejecutados del 
patrimonio autónomo serán reembolsados 
a la empresa en treinta (30) días. Los 
honorarios y gastos del Equipo Facilitador 
causados hasta la fecha del archivo se 
pagarán con cargo a la fiducia antes de la 



 

devolución. 
 
Parágrafo 3. Las reuniones de 
preconsulta, consulta y concertación se 
realizarán en el área geográfica de 
influencia del proyecto o en el territorio de 
la comunidad o comunidades 
involucradas. Excepcionalmente, la 
Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa podrá autorizar la 
realización de reuniones en un lugar 
diferente cuando concurran razones de 
seguridad, accesibilidad o fuerza mayor 
debidamente acreditadas. 
 
Parágrafo 4. La suscripción del acta de 
acuerdos o la expedición del acto 
administrativo de compensación por la 
Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa determina la finalización 
de la etapa de diálogo y concertación del 
proceso. 
 

Artículo 14. Ejecución de acuerdos. Los 
proyectos concertados se ejecutarán a 
través de la fiducia, con vinculación 
prioritaria de miembros de la comunidad 
conforme a la reglamentación de la 
Dirección de Consulta Previa, La 
comunidad designará una veeduría de 
hasta tres miembros para acompañar la 
ejecución y reportar incumplimientos. 

Convenio 169 de la OIT, Ley 21 de 1991, 
art. 7.1: los pueblos interesados tienen 
derecho a “decidir sus propias prioridades 
en lo que atañe al proceso de desarrollo” 
y a participar en la formulación, aplicación 
y evaluación de los planes y programas 
que los afecten directamente. 
 
Ley 850 de 2003 regula las veedurías 
ciudadanas. 

Artículo 15. Memorias documentales. La 
Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa deberá levantar un acta 
de cada reunión. Dichas actas deben ir 
firmadas por los delegados de las 
entidades públicas, los representantes de 
las comunidades y un representante de la 
empresa. 
 
La negativa de firma de uno o varios no 
imposibilita protocolizar el acta. Se 
procurará porque las sesiones sean 
grabadas en audio y video. 

Constitución Política, art. 29: “El debido 
proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas”. 



 

 

Artículo 16. Certificado de Cumplimiento 
de Consulta Previa. La Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa 
expedirá el Certificado de Cumplimiento 
de Consulta Previa CCCP en los diez (10) 
días hábiles siguientes a la 
protocolización de los acuerdos como 
cierre del proceso de Consulta Previa. E! 
CCCP habilita el trámite de licencia 
ambiental. 
 
Los acuerdos protocolizados se 
ejecutarán a través de la fiducia conforme 
a los hitos de desembolso que 
reglamente la Dirección Nacional de 
Consulta Previa. Durante el período de 
seguimiento, la Dirección Nacional de 
Consulta Previa verificará periódicamente 
el cumplimiento y publicará los resultados 
en el SICOP. 
 
Parágrafo. El CCCP no impedirá la 
apertura de un nuevo proceso cuando la 
empresa introduzca modificaciones 
sustanciales al proyecto con posterioridad 
a la protocolización, entendiéndose como 
tales aquellas que alteren 
significativamente el área de influencia, la 
tecnología empleada, la escala de 
producción o la naturaleza de los 
impactos previamente evaluados, La 
determinación corresponde a la Dirección 
de la Autoridad Nacional de Consulta 
Previa mediante acto administrativo 
motivado. 
 

Ley 1437 de 2011 (CPACA), art. 46: 
“Cuando la Constitución o la ley ordenen 
la realización de una consulta previa a la 
adopción de una decisión administrativa, 
dicha consulta deberá realizarse dentro 
de los términos señalados en normas 
respectivas, so pena de nulidad de la 
decisión que se llegare a adoptar”. 
 
El licenciamiento ambiental se rige, entre 
otras normas, por el Decreto 1076 de 
2015. 

Artículo 17. Seguimiento de acuerdos y 
medidas adoptadas. La Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa 
realizará el seguimiento a la ejecución de 
los acuerdos protocolizados que se 
adelanten a través de la fiducia de que 
trata el artículo 8”, La sociedad fiduciaria. 
remitirá informes sobre el avance de 
ejecución, desembolsos realizados, hitos 

Convenio 169 de la OIT, Ley 21 de 1991, 
art. 7.1, reconoce participación de los 
pueblos interesados en la formulación, 
aplicación y evaluación de planes y 
programas que los afecten directamente. 



 

cumplidos y saldos disponibles, Cuando 
la Dirección verifique que la ejecución no 
avanza conforme a los hitos, podrá 
adoptar gradualmente: requerimiento a la 
sociedad fiduciaria para que presente 
plan correctivo en treinta (30) días; 
instrucción vinculante para que adopte 
medidas correctivas incluyendo cambio 
de contratistas o reestructuración de 
cronograma; y, persistiendo el 
incumplimiento por más de seis (6) 
meses, declaratoria de incumplimiento 
mediante acto administrativo motivado, 
caso en el cual la Dirección asumirá la 
instrucción de los recursos remanentes 
para completar la ejecución conforme a 
los instrumentos de planeación propia de 
la comunidad. 
 
Cuando la sociedad fiduciaria certifique la 
ejecución integral de los acuerdos y la 
Dirección lo verifique, se inscribirá la nota 
de cumplimiento en el SICOP y se 
extinguirán las obligaciones derivadas del 
proceso. 
 
Parágrafo. Las decisiones serán 
motivadas, se publicarán en el SICOP y 
serán susceptibles de control judicial 
conforme a los mecanismos previstos en 
la Constitución y la ley. La Dirección 
reglamentará el procedimiento de 
seguimiento y verificación de hitos. 
 

Artículo 18. Reglamentación. El 
Gobierno nacional, a través del Ministerio 
del Interior y la Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa, 
reglamentarán la  presente ley dentro de 
los seis (6) meses siguientes a su 
promulgación. La reglamentación no 
podrá crear obligaciones para las 
comunidades étnicas ni modificar el 
contenido sustantivo del derecho a la 
Consulta Previa. 
 

Constitución Política, art. 189.11: “Ejercer 
la potestad reglamentaria, mediante la 
expedición de los decretos, resoluciones 
y órdenes necesarios para la cumplida 
ejecución de las leyes”. 



 

Artículo 19. Artículo transitorio. Los 
procesos de Consulta Previa en curso a 
la fecha de promulgación de la presente 
Ley continuarán bajo las normas vigentes 
al momento de su inicio, El SICOP deberá 
integrar la información de los procesos 
activos dentro de los tres (3) meses 
siguientes a su entrada en operación. La 
Mesa Técnica comenzará a funcionar a 
partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley para los procesos activos 
que así lo requieran. 
 
Parágrafo: cuando las comunidades y el 
responsable del proyecto, obra o 
actividad manifiesten de manera expresa 
y conjunta su voluntad de acogerse al 
procedimiento establecido en la presente 
ley, podrán solicitar a la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa. 
 

Constitución Política, art. 29: “El debido 
proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas”. 
 
Constitución Política, art. 83: “Las 
actuaciones de los particulares y de las 
autoridades públicas deberán ceñirse a 
los postulados de la buena fe”. 

Artículo 20. Vigencia y derogatorias. La 
presente Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias. 

Constitución Política, art. 4: “La 
Constitución es norma de normas”. La 
vigencia y derogatoria de normas se rigen 
por las reglas generales del 
ordenamiento; no se identifica en la 
cláusula citada una lista concreta de 
disposiciones a derogar. 

 
VI. PLIEGO DE MODIFICACIONES. 

 

TEXTO INICIAL PROPUESTA DE MODIFICACIÓN 

Artículo 3°. Entidad rectora.  
 
... 
 
9. Expedir las certificaciones de presencia 
de comunidades étnicas en el área de 
influencia de proyectos, obras o 
actividades, conforme al procedimiento 
administrativo vigente. 
 
 

Artículo 3°. Entidad rectora.  
 
... 
 
9. Expedir las certificaciones de 
presencia procedencia de 
comunidades étnicas en el área de 
influencia de proyectos, obras o 
actividades, conforme al 
procedimiento administrativo vigente. 
 



 

Artículo 5°. Sistema disciplinario por 
inasistencia. 

Artículo 5°. Sistema disciplinario 
por inasistencia. Asistencia y 
participación institucional. 

Artículo 11. Caracterización. El Ministerio 
del Interior en cabeza de la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa se 
encargará de consolidar la información de 
identificación antropológica, cultural, 
identitaria y territorial de las comunidades. 
 
El proceso de caracterización tendrá un 
plazo de seis (6) meses para su realización 
y servirá de soporte para los procesos de 
Consulta Previa con el fin de dar certeza a 
las partes y deberá actualizarse 
periódicamente mínimo cada 4 años. 
 
La información resultante de la 
caracterización será registrada en el SICOP 
y constituirá insumo para la expedición de 
las certificaciones de presencia a cargo de 
la Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa 
 

Artículo 11. Caracterización. El 
Ministerio del Interior en cabeza de la 
Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa se encargará de 
consolidar la información de 
identificación antropológica, cultural, 
identitaria y territorial de las 
comunidades. 
 
El proceso de caracterización tendrá 
un plazo de seis (6) meses para su 
realización y servirá de soporte para 
los procesos de Consulta Previa con 
el fin de dar certeza a las partes y 
deberá actualizarse periódicamente 
mínimo cada 4 años. 
 
La información resultante de la 
caracterización será registrada en el 
SICOP y constituirá insumo para la 
expedición de las certificaciones de 
presencia procedencia a cargo de la 
Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa 
 

Artículo 12°. Plazos administrativos del 
proceso.  
 
... 
 
2. Expedición de la certificación de 
presencia de las comunidades: la Dirección 
de la Autoridad Nacional de Consulta 
Previa tendrá un plazo de quince (15) días 
hábiles contados desde la radicación de la 
solicitud completa para determinar la 
presencia de comunidades, con base en la 
información disponible en el Sistema de 
Información y Gestión de la Consulta Previa 
(SICOP) y en las demás fuentes de 
información actualizadas que reposen en la 
entidad. 

Artículo 12°. Plazos administrativos 
del proceso.  
 
... 
 
2. Expedición de la certificación de 
presencia procedencia de las 
comunidades: la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta 
Previa tendrá un plazo de quince (15) 
días hábiles contados desde la 
radicación de la solicitud completa 
para determinar la presencia 
procedencia de comunidades, con 
base en la información disponible en 
el Sistema de Información y Gestión 
de la Consulta Previa (SICOP) y en 
las demás fuentes de información 



 

actualizadas que reposen en la 
entidad. 
 

Artículo 12°. Plazos administrativos del 
proceso.  
 
... 
3. Selección y remisión del protocolo 
metodológico diferenciado: cinco (5) días 
hábiles desde la expedición de la 
certificación positiva de presencia. 
 

Artículo 12°. Plazos administrativos 
del proceso.  
 
... 
3. Selección y remisión del protocolo 
metodológico diferenciado: cinco (5) 
días hábiles desde la expedición de la 
certificación positiva de procedencia  
presencia. 
 

 
 
 
 

VII. IMPACTO FISCAL 
 
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, se precisa lo 
siguiente respecto del impacto fiscal del presente proyecto de ley.  
 
El proyecto no ordena gasto público. Su estructura financiera se establece con cargo 
a la fiducia que constituye la empresa del proyecto, obra o actividad, y no con 
recursos del Presupuesto General de la Nación. Los honorarios y gastos logísticos del 
Equipo Facilitador, la asesoría técnica de las comunidades y la logística de las 
reuniones se cubren íntegramente a través de este mecanismo fiduciario, bajo una 
escala única de honorarios fijada por el Estado y con desembolsos atados a hitos 
verificables. 
 
Las funciones que el proyecto asigna a la Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa corresponden al ejercicio ordinario de las competencias que ya le 
atribuyen el Decreto 2893 de 2011 y el Decreto 2353 de 2019, y se ejercerán con la 
estructura administrativa y los recursos de funcionamiento existentes. El proyecto no 
crea cargos ni amplía la planta de personal de ninguna entidad pública. 
 
Los dos componentes que podrían requerir apropiación presupuestal son el. Sistema 
de Información de Consulta Previa y el proceso de caracterización de las 
comunidades. En ambos casos el proyecto emplea una fórmula de autorización y no 
de orden: faculta al Gobierno Nacional para incorporar los recursos correspondientes 
en el Presupuesto General de la Nación, en la sección del Ministerio del Interior y 



 

conforme al Marco Fiscal de Mediano Plazo, sin imponer su ejecución. Se prevé 
además que ambos componentes puedan adelantarse mediante convenios de 
cooperación técnica o financiera, y que la caracterización se realice de manera 
progresiva y gradual atendiendo la disponibilidad presupuestal y la priorización de 
territorios con mayor concurrencia de procesos. 
 
Finalmente, conforme a la jurisprudencia constitucional, el análisis de impacto fiscal 
previsto en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003 constituye un parámetro de 
racionalidad legislativa y no un requisito cuya omisión vicie el trámite del proyecto, 
correspondiendo la carga principal de dicho análisis al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, por ser la entidad que cuenta con los datos, los equipos técnicos y la 
capacidad estadística para realizarlo. 
 
 

VIII. CONFLICTO DE INTERESES.  

De conformidad con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 2003 de 2019, que 
modificó el artículo 291 de la Ley 5ª de 1992, el autor del proyecto y el ponente 
deberán incluir en la exposición de motivos un acápite en el que se describan las 
circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión 
y votación de la iniciativa, como criterio orientador para que los congresistas 
determinen si se encuentran incursos en alguna causal de impedimento. 
 
A su vez, el artículo 286 de la Ley 5ª de 1992, modificado por el artículo 1° de la Ley 
2003 de 2019, establece que existe conflicto de interés cuando la discusión o votación 
de un proyecto de ley, acto legislativo o artículo pueda generar un beneficio particular, 
actual y directo a favor del congresista. 
 
La misma disposición define estos elementos en los siguientes términos: 
 

“a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o 
crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del 
congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas 
que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a 
las que se encuentre formalmente vinculado. 
 
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la 
decisión. 
 
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero 
civil”. 

 



 

La Ley 2003 de 2019 establece igualmente que, para todos los efectos, no existe 
conflicto de interés cuando el congresista participe, discuta o vote un proyecto de ley 
o de acto legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, esto es, 
cuando el interés del congresista coincida o se fusione con los intereses de los 
electores. 
 
En el mismo sentido, el Consejo de Estado ha señalado que no cualquier interés 
resulta suficiente para configurar un conflicto de interés. En Sentencia del 16 de julio 
de 2019, radicación 11001-03-15-000-2019-02830-00 (PI), con ponencia del 
Consejero Carlos Enrique Moreno Rubio, precisó: 

 
“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues 
se sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto 
es, que per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en 
el asunto que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea 
específico o personal, bien para el congresista o quienes se encuentren 
relacionados con él; y actual o inmediato, que concurra para el momento en 
que ocurrió la participación o votación del congresista, lo que excluye sucesos 
contingentes, futuros o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés 
puede ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción 
alguna”. 

 
En consecuencia, no se advierte de manera general la configuración de un conflicto 
de interés para la discusión y votación de la presente iniciativa. Sin perjuicio de lo 
anterior, corresponderá a cada congresista evaluar sus circunstancias particulares y 
determinar si existe alguna situación específica que pueda configurar un conflicto de 
interés en los términos de los artículos 286 y 291 de la Ley 5ª de 1992. 
 
La descripción anterior constituye un criterio orientador y no exime a los congresistas 
del deber de identificar y declarar cualquier otra circunstancia que, de acuerdo con su 
situación particular, pueda configurar un conflicto de interés durante el trámite del 
presente Proyecto de Ley. 
 
 

IX. COMPETENCIA DEL CONGRESO. 
 
COMPETENCIA CONSTITUCIONAL: 
 
El Congreso de la República es competente para tramitar y aprobar la presente 
iniciativa en ejercicio de la función constituyente que le atribuye expresamente la 
Constitución Política. 
 
En primer lugar, el artículo 114 de la Constitución establece: 
 

“Corresponde al Congreso de la República reformar la Constitución, hacer las 
leyes y ejercer control político sobre el gobierno y la administración”. 



 

 
Esta disposición reconoce expresamente al Congreso la facultad de reformar la 
Constitución, competencia que debe ejercerse de conformidad con los procedimientos 
y límites establecidos por la propia Carta Política. 
 
A su vez, el artículo 374 de la Constitución dispone: 

 
“La Constitución Política podrá ser reformada por el Congreso, por una 
Asamblea Constituyente o por el pueblo mediante referendo”. 

 
De esta manera, el Congreso constituye uno de los titulares expresamente habilitados 
por la Constitución para ejercer el poder de reforma constitucional. 
 
Tratándose específicamente de reformas mediante acto legislativo, el artículo 375 de 
la Constitución establece: 
 

“Podrán presentar proyectos de acto legislativo el Gobierno, diez miembros del 
Congreso, el veinte por ciento de los concejales o de los diputados y los 
ciudadanos en un número equivalente al menos, al cinco por ciento del censo 
electoral vigente”. 

 
La misma disposición determina que el trámite del proyecto tendrá lugar en dos 
períodos ordinarios y consecutivos y establece las mayorías requeridas para su 
aprobación, así como las reglas especiales aplicables durante el segundo período. 
 
En consecuencia, los artículos 114, 374 y 375 de la Constitución Política constituyen 
el fundamento constitucional directo de la competencia del Congreso de la República 
para conocer, debatir y aprobar el presente Proyecto de Ley. 
 
COMPETENCIA LEGAL 
 
LEY 3ª DE 1992. “POR LA CUAL SE EXPIDEN NORMAS SOBRE LAS COMISIONES 
DEL CONGRESO DE COLOMBIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
El artículo 2º de la Ley 3ª de 1992 establece: 
 

“Tanto en el Senado como en la Cámara de Representantes funcionarán 
Comisiones Constitucionales Permanentes, encargadas de dar primer debate a 
los proyectos de acto legislativo o de ley referente a los asuntos de su 
competencia. 

 
Las Comisiones Constitucionales Permanentes en cada una de las Cámaras 
serán siete (7) a saber: 

 
Comisión Primera. 
 



 

Conocerá de: reforma constitucional; leyes estatutarias; organización territorial; 
reglamentos de los organismos de control; normas generales sobre 
contratación administrativa; notariado y registro; estructura y organización de la 
administración nacional central; de los derechos, las garantías y los deberes; 
rama legislativa; estrategias y políticas para la paz; propiedad intelectual; 
variación de la residencia de los altos poderes nacionales; asuntos étnicos”. 
(Subrayado fuera del texto original). 

 
En consecuencia, la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la 
República es competente para conocer en primer debate del Proyecto de Ley 218 de 
2026 Senado, “Por medio de la cual se establece el proceso administrativo de la 
consulta previa y se dictan otras disposiciones”. 
 
 

X. PROPOSICIÓN 
 
Por las anteriores consideraciones y haciendo uso de las facultades conferidas por la 
Ley 5ª de 1992, me permito rendir PONENCIA POSITIVA y, en consecuencia, solicitar 
respetuosamente a los Honorables Senadores de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente del Senado de la República DAR PRIMER DEBATE al Proyecto de Ley 
218 de 2026 Senado, “Por medio de la cual se establece el proceso administrativo de 
la consulta previa y se dictan otras disposiciones”, de conformidad con el texto 
propuesto. 
 
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
 

HERNÁN DARÍO CADAVID MÁRQUEZ 
Senador de la República 

Ponente 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

PROYECTO DE LEY No. 218 DE 2026 
 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECE EL PROCESO ADMINISTRATIVO DE 
LA CONSULTA PREVIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1. Objeto. La presente Ley tiene como objeto establecer el procedimiento 
administrativo que permita al Estado tener una estructura institucional operativa para 
el desarrollo de la Consulta Previa. 
 
Artículo 2. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de la presente Ley aplican para 
la estructura administrativa del Estado que lleva a cabo el proceso de Consulta 
Previa, bajo responsabilidad de la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta 
Previa del Ministerio del Interior; los ministerios y entidades del orden nacional, las 
autoridades ambientales; personas jurídicas de derecho privado; las alcaldías y 
gobernaciones. 
 
Artículo 3. Entidad rectora. La Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta 
Previa del Ministerio del Interior, es la entidad rectora del proceso de Consulta Previa. 
 
Son sus funciones: 
 

1. Administrar el Sistema de Información de Consulta Previa (SICOP) 
 

2. Desarrollar la propuesta metodológica de la Consulta Previa y aplicar su 
desarrollo en todas sus fases, desde el inicio hasta el cierre, en 
coordinación con las entidades públicas involucradas. 

 
3. Expedir los actos administrativos relativos a los acuerdos realizados o 

desiertos para cada consulta. 
 

4. Convocar y presidir la Mesa Técnica 
 

5. Definir mediante acto administrativo de carácter general los cronogramas 
del proceso, las tarifas logísticas y los formatos de reporte de información 
que deben cumplir para la Consulta Previa. 

 
6. Establecer metodologías y articularse con los ministerios y direcciones 

responsables para la caracterización étnica y cultural de las comunidades 
étnicas en el marco del proceso de consulta previa. 

 
7. Aplicar el Test de Proporcionalidad cuando no se alcance acuerdo en el 

proceso de concertación. 



 

 
8. Expedir el Certificado de Cumplimiento de Consulta Previa CCCP  

 
9. Expedir las certificaciones de procedencia de comunidades étnicas en el 

área de influencia de proyectos, obras o actividades, conforme al 
procedimiento administrativo vigente. 

 
10.  Ejercer el seguimiento del cumplimiento de los acuerdos protocolizados y 

aplicar el régimen de incumplimiento. 
 

11. Las demás que sean requeridas para el cumplimiento de las funciones. 
 
Artículo 4. Obligaciones de las entidades nacionales en el proceso. Los ministerios y 
entidades nacionales y locales sobre los cuales se requiera participación o respuesta 
en el proceso de Consulta Previa tendrán las siguientes obligaciones: 
 

1. Responder las solicitudes de información solicitadas por la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa dentro de los diez (10) días hábiles 
siguientes. 

 
2. Participar en las reuniones de coordinación y preparación institucional cuando 

sean convocadas por la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa. 
 

3. Aportar información técnica sectorial para la caracterización del área de 
influencia de la Consulta Previa 

 
4. Atender los requerimientos por la Dirección de la Autoridad Nacional de 

Consulta Previa e incluir en sus Planes Estratégicos Institucionales metas 
relacionadas con la gestión de procesos de Consulta Previa en su sector. 

 
5. Atender los requerimientos formulados por la Dirección de la Autoridad 

Nacional de Consulta Previa y designar, dentro de los tres (3) días siguientes a 
la solicitud, un funcionario del nivel directivo con capacidad de decisión, quien 
actuará como punto de contacto permanente y enlace institucional. 

 
Artículo 5. Asistencia y participación institucional. Los representantes de las 
entidades públicas que sean convocados a las instancias y reuniones de los procesos 
de consulta previa deberán asistir salvo que exista causa justificada previamente 
informada a la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa. 
 
Cuando se presenten inasistencias injustificadas reiteradas que puedan constituir un 
incumplimiento de los deberes funcionales, la Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa remitirá el informe y los soportes correspondientes a la Oficina de 
Control Disciplinario Interno de la entidad a la que pertenezca el servidor, para que, 
en el marco de sus competencias, determine la procedencia de iniciar la actuación 



 

disciplinaria correspondiente, de conformidad con el Código General Disciplinario y 
demás normas aplicables. 
 
Artículo 6. Mesa Técnica de Consulta Previa. Crease la Mesa Técnica de Consulta 
Previa que resolverá situaciones sobrevinientes, extraordinarias o circunstanciales de 
los procesos en ejecución, la resolución de las solicitudes se realizará en un término 
máximo de un (1) mes desde la manifestación de la situación. Estará conformada por 
los siguientes miembros con voz y voto: 
 

1. El Director de la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa del 
Ministerio del Interior quien la Presidirá. 

 
2. Un (1) delegado del Departamento Nacional de Planeación 

 
3. Un (1) delegado del Ministerio o entidad nacional competente según el sector 

del proyecto. 
 

4. Un (1) delegado de la ANLA cuando el proceso esté vinculado a un trámite de 
licencia ambiental. 

 
5. Un (1) representante de las comunidades sujetos de la Consulta Previa. 

 
Serán invitados permanentes con voz pero sin voto: un representante de la empresa 
solicitante del proyecto, un delegado de la Defensoría del Pueblo, Procuraduría 
General de la Nación y el Equipo Facilitador que acompañará permanentemente los 
espacios de diálogo del proceso. Sus informes serán insumo para las decisiones de la 
Mesa Técnica, sin que ello sustituya la competencia de esta última para resolver las 
situaciones previstas en este artículo. 
 
Las decisiones se adoptarán por mayoría simple y serán vinculantes para las partes. 
 
La Mesa Técnica actuará cuando: 
 

1. Cuando vencido el cronograma del proceso de consulta, incluyendo su 
prórroga, no se haya suscrito avances o protocolizados acuerdos. 

 
2. Cuando surjan situaciones sobrevinientes que bloqueen el avance del proceso 

y que no puedan resolverse en el marco ordinario del mismo. 
 

3. Cuando existan controversias sobre la composición de las partes del proceso 
que afecten su continuidad. 

 
6. Cuando la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa lo estime 

necesario por razones de urgencia o por situaciones de seguridad que afecten 
el proceso. 

 



 

Artículo 7. Equipo Facilitador de la Dirección de Consulta Previa y asesores técnicos. 
La Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa conformará y acreditará un 
Equipo Facilitador, integrado por servidores públicos o profesionales externos con 
formación en diálogo intercultural y experticia en los campos disciplinarios que 
involucren los proyectos, encargado de aplicar el protocolo metodológico establecido 
por la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa, así como de conducir, 
documentar y sistematizar los espacios de diálogo de las fases de preconsulta y 
consulta, incluida la elaboración del acta de acuerdos. 
 
La Dirección designará el Equipo Facilitador y asesor dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes a la aprobación de la adaptación metodológica con cargo al 
Registro de Facilitadores de Consulta Previa que administrará la Dirección. Su 
designación para cada proceso no podrá recaer en personas vinculadas laboral o 
contractualmente con la empresa. 
 
El Equipo Facilitador actuará bajo la dirección exclusiva de la Dirección de Consulta 
Previa. 
 
Créase el Registro Nacional de Facilitadores y Asesores de Consulta Previa, 
administrado por la Dirección como instrumento público de acreditación de los 
profesionales que intervienen en los procesos, con dos categorías de inscripción:  
Facilitadores, habilitados para ser designados por la Dirección; y asesores técnicos, 
habilitados para ser seleccionado por las comunidades. Un mismo profesional no 
podrá desempeñar ambas funciones en un mismo proceso. El Registro formará parte 
del SICOP y será de consulta pública. 
 
Las comunidades participantes en el proceso contarán con asesoría técnica 
especializada representada en los asesores, cuyos profesionales serán seleccionados 
libremente por la comunidad a partir del Registro Nacional de Facilitadores y Asesores 
de Consulta Previa que administrará la Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa. La asesoría técnica tendrá por objeto apoyar a la comunidad en la 
comprensión de los aspectos técnicos, ambientales, jurídicos y económicos del 
proyecto y en la formulación de sus propuestas durante la concertación. 
 
Parágrafo 1. Los honorarios y gastos logísticos del Equipo Facilitador y de la asesoría 
técnica de las comunidades se cubrirán con cargo a la fiducia de que trata el artículo 
8º, y se desembolsarán conforme a los hitos de ejecución del proceso que reglamente 
la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa. Cuando el Equipo 
Facilitador esté integrado por servidores públicos, la fiducia cubrirá únicamente sus 
viáticos y gastos logísticos de desplazamiento. 
 
Parágrafo 2. Los honorarios del Equipo Facilitador y de la asesoría técnica se fijarán 
con base en una escala equivalente a la de los servidores públicos profesionales de la 
planta del Ministerio del Interior, según su nivel de experiencia y formación, sin que en 
ningún caso puedan superar dicha equivalencia. La Dirección de la Autoridad 



 

Nacional de Consulta Previa expedirá y actualizará periódicamente la tabla de 
honorarios. 
 
Parágrafo 3. La Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa reglamentará 
los criterios de acreditación y régimen de incompatibilidades del Equipo Facilitador. 
 
Artículo 8. Fiducia de administración del proceso. La empresa solicitante del 
proceso, constituirá un patrimonio autónomo mediante contrato de fiducia, cuyos 
desembolsos se realizarán por instrucción de la Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa, previa verificación del cumplimiento de los hitos correspondientes, 
igualmente, podrá establecer mediante reglamentación mecanismos simplificados de 
administración de recursos para procesos cuyo valor total no supere el umbral que 
ella determine, El beneficiario será la comunidad como sujeto colectivo. 
 
Cuando la empresa tenga más de un proceso de consulta previa activo, podrá 
constituir un solo patrimonio autónomo con subcuentas individualizadas por proceso. 
Cada subcuenta identificará la comunidad beneficiaria, el presupuesto aprobado 
desagregado por componentes y los hitos de desembolso correspondientes. Los 
recursos de cada subcuenta tienen destinación específica y no podrán aplicarse a un 
proceso distinto del que los originó.  
 
La fiducia deberá constituirse dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 
aprobación de la adaptación metodológica. Su constitución es requisito para el inicio 
de la fase de preconsulta. 
 
La fiducia incluirá una partida específica para cubrir los honorarios y gastos logísticos 
del Equipo Facilitador y asesoría técnica y será entregada conforme a los hitos de 
desembolso y concertación que reglamente la Dirección Nacional de Consulta Previa. 
 
Parágrafo: Los recursos administrados por la fiducia no podrán destinarse a entregas 
de dinero en favor de miembros individuales de la comunidad, de sus autoridades o 
representantes, ni de terceros que actúen por cuenta de ellos, La destinación de los 
recursos corresponde a la comunidad como sujeto colectivo, conforme a los acuerdos 
protocolizados. 
 
Artículo 9. Sistema de Información de Consulta Previa. Regúlese el Sistema de 
Información de Consulta Previa (SICOP) como plataforma tecnológica única, pública e 
interoperable, administrada por la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta 
Previa, que centraliza y georreferencia la información relevante para el proceso de 
Consulta Previa en Colombia. 
 
El SICOP no crea un registro étnico o comunitario nuevo: integra y hace 
interoperables los registros ya existentes y la información que deben reportar la 
empresa y las entidades territoriales. 
 



 

El SICOP incluirá un módulo público de trazabilidad de acuerdos que permita 
consultar, por comunidad y por territorio, los acuerdos concertados, los proyectos en 
ejecución y los proyectos ejecutados en cada proceso de Consulta Previa. 
 
Se habilitará un módulo donde las comunidades postulen proyectos, de acuerdo a las 
prioridades de sus instrumentos de planeación, planes de vida, planes de 
etnodesarrollo y los que sean reconocidos para el proceso de concertación de 
compensaciones. 
 
Parágrafo. El Gobierno Nacional podrá incorporar en el Presupuesto General y 
conforme al Marco Fiscal de Mediano Plazo, los recursos necesarios para el 
desarrollo, implementación, operación y mantenimiento del SICOP. La Dirección 
Nacional de Consulta Previa podrá igualmente celebrar convenios de cooperación 
técnica o financiera, nacional o internacional, para su implementación. 
 
Artículo 10. Fuentes de información del SICOP. El SICOP integrará información 
proveniente de las siguientes fuentes: 
 

1. Registros étnicos existentes del ministerio del interior y de otras entidades 
públicas que repose información para la caracterización de las comunidades. 

 
2. Alcaldías y gobernaciones: información sobre presencia étnica en el municipio 

o departamento, incluyendo comunidades no registradas en las fuentes del 
Ministerio del Interior. 

 
3. Información de identificación de comunidades étnicas obtenida por la empresa 

mediante debida diligencia. La empresa deberá entregar, un levantamiento 
georreferenciado de la presencia de comunidades étnicas en el área de 
influencia, incluyendo la ubicación de asentamientos, zonas de uso habitual, 
autoridades o instancias de gobierno propio identificadas y cualquier otra 
información relevante para la caracterización. La Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa reglamentará los criterios de esta información 
como insumo para la caracterización de la presencia de comunidades. 

 
4. Visitas de verificación en campo. 

 
5. Instituciones académicas, culturales o investigativas especializadas con 

caracterización de comunidades. 
 
Artículo 11. Caracterización. El Ministerio del Interior en cabeza de la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa se encargará de consolidar la información de 
identificación antropológica, cultural, identitaria y territorial de las comunidades. 
 
El proceso de caracterización tendrá un plazo de seis (6) meses para su realización y 
servirá de soporte para los procesos de Consulta Previa con el fin de dar certeza a las 
partes y deberá actualizarse periódicamente mínimo cada 4 años. 



 

 
La información resultante de la caracterización será registrada en el SICOP y 
constituirá insumo para la expedición de las certificaciones de procedencia a cargo de 
la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa 
 
Artículo 12. Plazos administrativos del proceso. Las actuaciones administrativas a 
cargo del Estado y de la empresa en el proceso de Consulta Previa se sujetarán a los 
siguientes plazos máximos: 
 

1. Verificación de la solicitud: tres (3) días hábiles desde la radicación por parte 
de la empresa. Si la información es insuficiente, la Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa requerirá su complementación a la empresa 
dentro del mismo término. 

 
2. Expedición de la certificación de procedencia de las comunidades: la Dirección 

de la Autoridad Nacional de Consulta Previa tendrá un plazo de quince (15) 
días hábiles contados desde la radicación de la solicitud completa para 
determinar la procedencia de comunidades, con base en la información 
disponible en el Sistema de Información y Gestión de la Consulta Previa 
(SICOP) y en las demás fuentes de información actualizadas que reposen en la 
entidad. 

 
3. Selección y remisión del protocolo metodológico diferenciado: cinco (5) días 

hábiles desde la expedición de la certificación positiva de procedencia.  
 

4. Presentación de la adaptación técnica, logística y presupuestal por parte de la 
empresa: quince (15) días hábiles desde la recepción del protocolo. 

 
5. Aprobación o devolución con observaciones de la adaptación por la Dirección 

de la Autoridad Nacional de Consulta Previa: diez (10) días hábiles desde la 
presentación. 

 
6. Designación del Equipo Facilitador: cinco (5) días hábiles desde la aprobación 

de la adaptación 
 

7. Aplicación del test de proporcionalidad cuando no haya acuerdo: treinta (30) 
días hábiles desde la activación del procedimiento. 

 
8. Expedición del CCCP: diez (10) días hábiles desde la protocolización de los 

acuerdos 
 
Parágrafo 1. Los plazos establecidos en el presente artículo corresponden a 
actuaciones administrativas del Estado y la empresa. No constituyen límites al 
ejercicio del derecho a la Consulta Previa por parte de las comunidades étnicas ni 
restringen los tiempos de diálogo, deliberación y concertación propios del proceso. 
 



 

Parágrafo 2. Cuando la complejidad técnica, territorial o logística del proceso lo 
justifique, la DANCP podrá ampliar los plazos a su cargo mediante acto administrativo 
motivado, por una sola vez y hasta por quince (15) días hábiles adicionales, que 
deberá publicarse en el SICOP. 
 
Artículo 13. Concertación de acuerdos. La Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa, las empresas del proyecto y los representantes de las comunidades 
deberán reunirse para concertar los compromisos en beneficio de la comunidad 
impactada. 
 
La concertación deberá ser siempre la forma de decisión prevalente en los procesos 
de consulta que deberán intentarse por los menos 3 veces, con al menos un mes de 
diferencia para alcanzarlo. 
 
Concluido sin acuerdo al tercer intento, será la Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa la encargada de decidir las formas de compensación a la comunidad 
mediante acto administrativo motivado que será susceptible de control judicial 
conforme a los mecanismos previstos en la constitución y la Ley. 
 
Parágrafo 1. La Dirección Nacional de Consulta Previa aplicará de oficio el test de 
proporcionalidad en treinta (30) días hábiles, verificando: 
 

1. Que no se haya alcanzado el proceso de concertación por las partes pese a los 
intentos realizados. 

 
2. Que el proceso se haya adelantado de buena fe y con participación efectiva, 

conforme al registro y los informes del Equipo Facilitador y las memorias 
documentales 

 
3. Que el proyecto persigue un fin constitucional legítimo y necesario 

 
4. Que no existe alternativa menos lesiva. La verificación de este criterio exigirá 

que la empresa demuestre haber evaluado alternativas de localización, de 
tecnología y de diseño del proyecto, y que ninguna de ellas permite evitar la 
afectación sobre la comunidad 

 
5. Que las compensaciones son proporcionales a la afectación.  

 
Si los cinco criterios se verifican de manera acumulativa, la Dirección Nacional de 
Consulta Previa expedirá resolución motivada autorizando la continuación del 
proyecto. 
 
Parágrafo 2. En los casos de archivo del trámite, los recursos no ejecutados del 
patrimonio autónomo serán reembolsados a la empresa en treinta (30) días. Los 
honorarios y gastos del Equipo Facilitador causados hasta la fecha del archivo se 
pagarán con cargo a la fiducia antes de la devolución. 



 

 
Parágrafo 3. Las reuniones de preconsulta, consulta y concertación se realizarán en 
el área geográfica de influencia del proyecto o en el territorio de la comunidad o 
comunidades involucradas. Excepcionalmente, la Dirección de la Autoridad Nacional 
de Consulta Previa podrá autorizar la realización de reuniones en un lugar diferente 
cuando concurran razones de seguridad, accesibilidad o fuerza mayor debidamente 
acreditadas. 
 
Parágrafo 4. La suscripción del acta de acuerdos o la expedición del acto 
administrativo de compensación por la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta 
Previa determina la finalización de la etapa de diálogo y concertación del proceso. 
 
Artículo 14. Ejecución de acuerdos. Los proyectos concertados se ejecutarán a 
través de la fiducia, con vinculación prioritaria de miembros de la comunidad conforme 
a la reglamentación de la Dirección de Consulta Previa. La comunidad designará una 
veeduría de hasta tres miembros para acompañar la ejecución y reportar 
incumplimientos. 
 
Artículo 15. Memorias documentales. La Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa deberá levantar un acta de cada reunión. Dichas actas deben ir 
firmadas por los delegados de las entidades públicas, los representantes de las 
comunidades y un representante de la empresa. 
 
La negativa de firma de uno o varios no imposibilita protocolizar el acta. Se procurará 
porque las sesiones sean grabadas en audio y video. 
 
Artículo 16. Certificado de Cumplimiento de Consulta Previa. La Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa expedirá el Certificado de Cumplimiento de 
Consulta Previa CCCP en los diez (10) días hábiles siguientes a la protocolización de 
los acuerdos como cierre del proceso de Consulta Previa. El CCCP habilita el trámite 
de licencia ambiental. 
 
Los acuerdos protocolizados se ejecutarán a través de la fiducia conforme a los hitos 
de desembolso que reglamente la Dirección Nacional de Consulta Previa. Durante el 
período de seguimiento, la Dirección Nacional de Consulta Previa verificará 
periódicamente el cumplimiento y publicará los resultados en el SICOP. 
 
Parágrafo. El CCCP no impedirá la apertura de un nuevo proceso cuando la empresa 
introduzca modificaciones sustanciales al proyecto con posterioridad a la 
protocolización, entendiéndose como tales aquellas que alteren significativamente el 
área de influencia, la tecnología empleada, la escala de producción o la naturaleza de 
los impactos previamente evaluados. La determinación corresponde a la Dirección de 
la Autoridad Nacional de Consulta Previa mediante acto administrativo motivado. 
 
Artículo 17. Seguimiento de acuerdos y medidas adoptadas. La Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa realizará el seguimiento a la ejecución de los 



 

acuerdos protocolizados que se adelanten a través de la fiducia de que trata el 
artículo 8º. La sociedad fiduciaria remitirá informes sobre el avance de ejecución, 
desembolsos realizados, hitos cumplidos y saldos disponibles. Cuando la Dirección 
verifique que la ejecución no avanza conforme a los hitos, podrá adoptar 
gradualmente: requerimiento a la sociedad fiduciaria para que presente plan 
correctivo en treinta (30) días; instrucción vinculante para que adopte medidas 
correctivas incluyendo cambio de contratistas o reestructuración de cronograma; y, 
persistiendo el incumplimiento por más de seis (6) meses, declaratoria de 
incumplimiento mediante acto administrativo motivado, caso en el cual la Dirección 
asumirá la instrucción de los recursos remanentes para completar la ejecución 
conforme a los instrumentos de planeación propia de la comunidad. 
 
Cuando la sociedad fiduciaria certifique la ejecución integral de los acuerdos y la 
Dirección lo verifique, se inscribirá la nota de cumplimiento en el SICOP y se 
extinguirán las obligaciones derivadas del proceso. 
 
Parágrafo. Las decisiones serán motivadas, se publicarán en el SICOP y serán 
susceptibles de control judicial conforme a los mecanismos previstos en la 
Constitución y la ley. La Dirección reglamentará el procedimiento de seguimiento y 
verificación de hitos. 
 
Artículo 18. Reglamentación. El Gobierno nacional, a través del Ministerio del Interior 
y la Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa, reglamentarán la  
presente ley dentro de los seis (6) meses siguientes a su promulgación. La 
reglamentación no podrá crear obligaciones para las comunidades étnicas ni modificar 
el contenido sustantivo del derecho a la Consulta Previa. 
 
Artículo 19. Artículo transitorio. Los procesos de Consulta Previa en curso a la fecha 
de promulgación de la presente Ley continuarán bajo las normas vigentes al momento 
de su inicio. El SICOP deberá integrar la información de los procesos activos dentro 
de los tres (3) meses siguientes a su entrada en operación. La Mesa Técnica 
comenzará a funcionar a partir de la entrada en vigencia de la presente ley para los 
procesos activos que así lo requieran. 
 
Parágrafo: cuando las comunidades y el responsable del proyecto, obra o actividad 
manifiesten de manera expresa y conjunta su voluntad de acogerse al procedimiento 
establecido en la presente ley, podrán solicitar a la Dirección de la Autoridad Nacional 
de Consulta Previa. 
 
Artículo 20. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de su promulgación 
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
Cordialmente,  
 



 

 
 

HERNÁN DARÍO CADAVID MÁRQUEZ 
Senador de la República 

Ponente 
 
 
 
 
 
 
 
 


